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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales sigue el ciudadano SEVERINO ROTONDO, representado judicialmente por los abogados Leonardo R. Mata G., Gustavo Caro Porras, Marlene Rondón, Mofid Saab Saab y Luis Alberto Torres Darias contra la empresa C.V.G. BAUXITA VENEZOLANA, COMPAÑÍA ANÓNIMA (C.V.G. BAUXIVEN), representada judicialmente por los abogados Justo Castillo, María Alejandra Blanco, Gustavo Nieto, Luis Carmona, Maximiliano Hernández, Sibeles Del Nogal, José Luis Ramírez, Manuel Ignacio Alonso, Ana Lucía Hornillo y Francisco Verde Marval; el Juzgado Superior Primero  en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Menores y de lo Contencioso Administrativo del Segundo Circuito  de la Circunscripción Judicial  del Estado Bolívar, conociendo en alzada, dictó sentencia en fecha 19 de enero de 1999, mediante la cual declaró con lugar la demanda y, en consecuencia sin lugar la apelación intentada.

Contra el fallo anterior anunció recurso de casación  el abogado Francisco Verde Marval, actuando en su carácter de co-apoderado judicial de la parte demandada, el cual, una vez admitido fue formalizado, impugnado y replicado.

Recibidas las actuaciones en la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, ésta en virtud de la entrada en vigencia del nuevo texto constitucional y, por tanto, de la creación de las nuevas Salas que conforman este Máximo Tribunal, declinó la competencia para conocer del presente asunto en la Sala de Casación Social, a la que le está atribuido el conocimiento de las materias laboral, agrario y menores, por cuanto el presente juicio versa sobre el cobro de diferencia de prestaciones sociales.

Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social se designó Ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo, previas las siguientes consideraciones:

Concluida la sustanciación del presente asunto se pasa a decidir, en los siguientes términos:
PUNTOS  PREVIOS
- I -

En fecha 14 de mayo de 1999, fue consignado escrito por el abogado Luis Alberto Torres Darias, actuando en su carácter de apoderado judicial del ciudadano Severino Rotondo Rotondo, parte actora en el presente juicio, mediante el cual se solicita a este Máximo Tribunal que declare extemporánea la presentación del escrito de réplica por la parte demandada.

Observa esta Sala que el término de la distancia concedido por estar situada la sede del Tribunal de la recurrida en la ciudad de Puerto Ordaz, es de 8 días, el cual comenzó a correr el día 12 de febrero de 1999, según se desprende del auto de admisión del recurso de casación dictado por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Menores y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar; culminando por tanto el lapso para la presentación del escrito de formalización el 31 de marzo de 1999, fecha ésta en la que no hubo despacho en la Sala de Casación Civil de este Máximo Tribunal, siendo el día de despacho inmediato siguiente el 05 de abril del referido año. Fecha ésta que marcó la finalización del lapso para consignar el mencionado escrito, comenzando a correr a partir del día siguiente el período correspondiente a los veinte días para la impugnación de la formalización.

En consecuencia, el lapso para impugnar el escrito de formalización culminó el 25 de abril de 1999, abriéndose al día siguiente el correspondiente a los diez días para la presentación del de réplica, por lo que el mismo terminó el 05 de mayo del mismo año.

De manera que, al haber sido consignado el escrito de réplica el 05 de mayo de 1999, esta Sala considera que fue presentado tempestivamente razón por la cual se desecha el alegato analizado y así se declara.
- II -

Este Alto Tribunal ha señalado en diferentes oportunidades la necesidad de que las reposiciones deben perseguir una finalidad útil para corregir así los vicios ocurridos en el trámite del proceso. Ello conduce a que los jueces deben examinar exhaustivamente y verificar la existencia de algún menoscabo de las formas procesales, que implique violación del derecho a la defensa y del debido proceso, para acordar una reposición.

Por su parte, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en su artículo 26 dispone que el Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas ni reposiciones inútiles, y el artículo 257 expresa en su parte final que no se sacrificará la justicia por la omisión de formalidades no esenciales. (Resaltado de la Sala)

Con relación a las reposiciones, nuestra Ley Adjetiva Civil en armonía con el vigente texto constitucional dispone en la última parte del artículo 206 que en ningún caso se declarará la nulidad si el acto ha alcanzado el fin al cual estaba destinado.

Por tanto, estima esta Sala de Casación Social, tomando en consideración que no puede acordar reposiciones inútiles y acatando las disposiciones constitucionales y legales antes referidas, que no declarará la nulidad de la sentencia cuestionada, si la misma no contiene alguna deficiencia que sea determinante para la resolución de la controversia, que produzca o implique alguna violación del derecho a la defensa y el debido proceso de alguna de las partes, o que tal deficiencia se traduzca en una omisión de pronunciamiento o en falta de fundamentos de tal entidad que impida el control de la legalidad de la sentencia impugnada. 

En virtud de lo antes expuesto se pasa a analizar el recurso de casación propuesto acatando el principio finalista recogido por nuestra Constitución de la República Bolivariana de Venezuela así como por nuestro Código Adjetivo Civil, en los siguientes términos:
DEFECTOS DE ACTIVIDAD
UNICO

Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 15, 208, 14, 206, 211 y 233 eiusdem, por parte de la recurrida al haber incurrido en el vicio de reposición no decretada.

Alega el formalizante:
 “En esta denuncia por indefensión nosotros vamos a combatir precisamente el quebrantamiento y la omisión de algunas formas procesales que generaron la confesión ficta de C.V.G. BAUXIVEN, C.A.; para demostrarlo con diafanidad, seguidamente haremos una relación suscinta y cronológica de las actuaciones procesales del juicio que se vinculan con la confesión ficta declarada por el Tribunal Superior en su sentencia:

1)   El día 6 de febrero de 1995, luego de agotados los trámites para la citación de nuestra representada, y antes de que fuese notificado el defensor ad litem que le fue designado, el abogado DARÍO PLAZ LUGO se dio por citado en el juicio en representación de C.V.G. BAUXIVEN, y al efecto acompañó una sustitución de poder que le hizo el Dr. OMAR ORTEGA PIZZANI. (Folio 63).

2)   El día 9 de febrero de 1995, el mismo apoderado opuso cuestiones previas en representación de C.V.G. BAUXIVEN. (Folios 68 y 69).

3)   El día 13 de febrero de 1995, el Dr. LEONARDO MATA, en representación de la parte actora, contradijo las cuestiones previas opuestas. (Folio 70).

4)   El día 25 de marzo de 1996, el Tribunal dictó una sentencia interlocutoria a través de la cual declaró sin lugar las cuestiones previas opuestas. Respecto a esta sentencia queremos resaltar dos hechos muy importantes: (i) de conformidad con el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, se ordenó la notificación de las partes litigantes, por cuanto fue dictada fuera del lapso legal (más de un año después de la fecha esperada); y (ii) se señaló expresamente que el acto de la contestación al fondo de la demanda tendría lugar al tercer día de despacho siguiente de ser notificadas la última de las partes. Estos dos hechos tan importantes constan en la penúltima página de la sentencia que resolvió las cuestiones previas, específicamente en el folio 73 del expediente, en donde el Tribunal apuntó:

 ‘Notifíquese a las partes, de conformidad con lo establecido en el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, con el objeto de que la parte demandada comparezca a dar contestación al fondo de la demanda, al tercer día de despacho siguiente, de ser notificado la última de las partes’.

5)   El mismo día en que fue dictada la sentencia que resolvió las cuestiones previas (25-03-96), el Tribunal libró espontáneamente dos (2) boletas de notificación: (i) la primera dirigida a la parte actora, es decir, al señor SEVERINO ROTONDO o a sus apoderados judiciales YAMAL MUSTAFA y LEONARDO MATA (folio 75); y la segunda dirigida a la parte demandada, es decir, a nuestra representada C.V.G. BAUXIVEN en la persona de su apoderado judicial abogado DARÍO PLAZ LUGO (folio 76).

6)   El día 8 de abril de 1996, el alguacil del Tribunal se trasladó, también espontáneamente, a notificar al abogado DARÍO PLAZ LUGO, quien era el único apoderado de nuestra representada, y señaló que el referido abogado se negó a firmar la boleta de notificación. Esto aparece en el acta que contiene la declaración consignada por el referido alguacil, que consta en el folio 77 del expediente, y dice:

 ‘En el día de hoy, 08 de abril de 1996, comparece el alguacil titular de este Tribunal ciudadano DIXON JOSÉ RODRÍGUEZ, quien expone: Consigno boleta de notificación sin firmar dirigida al ciudadano DARÍO PLAZ LUGO en su carácter de apoderado judicial por cuanto en esta misma fecha siendo las 11:15 am, en las instalaciones del Tribunal, le entregué la boleta, y éste después de leerla me la devolvió negándose a firmar alegando que la firmaría en otra oportunidad por cuanto la otra parte no estaba notificada. Es todo, terminó, se leyó y conformes firman’.

7)   El día 7 de julio de 1996, compareció el Dr. GUSTAVO CARO PORRAS, en representación del ciudadano SEVERINO ROTONDO (parte actora) y presentó un poder para representarlo en el juicio. (Folio 79).

Estas son las actuaciones procesales que interesan a esta denuncia.

Ahora bien, en la notificación de nuestra representada C.V.G. BAUXIVEN para la contestación al fondo de la demanda se quebrantaron formas procesales esenciales y se omitieron otras, y ello le generó tamaña indefensión, pues fue condenada en este pleito con base en una confesión ficta.

En efecto, cuando el abogado DARÍO PLAZ LUGO opuso las cuestiones previas en nombre de nuestra representada NO CONSTITUYÓ UN DOMICILIO PROCESAL EN AUTOS, tal como lo ordena el artículo 174 del Código de Procedimiento Civil. Esto puede constatarse claramente en el escrito que riela en los folios 68 y 69 del expediente.

Consiguientemente, de acuerdo a la doctrina de esta honorable Corte que estaba vigente para esta época, cuando se precisaba la notificación de alguna de las partes para la prosecución del juicio, Y ÉSTA NO HABÍA CONSTITUIDO UN DOMICILIO ROCESAL, la notificación debía hacerse MEDIANTE LA IMPRENTA, CON LA PUBLICACIÓN DE UN CARTEL EN UN DIARIO DE LOS DE MAYOR CIRCULACIÓN EN LA LOCALIDAD. Además según las previsiones de los artículos 14 y 233 del Código de Procedimiento Civil, era preciso otorgar un plazo para la reanudación de la causa que no podía ser menor de diez (10) días luego de notificadas las partes.

La doctrina de esta honorable Sala que estaba vigente en materia de notificaciones judiciales para la fecha de los acontecimientos que aquí se discuten (25 de marzo de 1995), fue establecida en el fallo del día 2 de noviembre de 1988 (caso Boulton Co. S.A. contra Abeconca Construcciones, C.A.); y que había sido ratificada en otras sentencias de fechas 12 de diciembre de 1991 (caso República de Venezuela contra Pedersen, C.A.) y 12 de mayo de 1993 /Caso Pantécnica, C.A. contra Apartotel La Llovizna, S.A.).

Omissis.

Por ello es que sostenemos que el tribunal de la Primera Instancia quebrantó las formas procesales que nuestro Código procesal consigna en materia de notificaciones, pues aplicó una especie adulterada de notificación mediante boleta (que además sólo tiene cabida cuando SE HA CONSTITUIDO UN DOMICILIO PROCESAL) y la utilizó para un supuesto en el cual, por NO HABER DOMICILIO PROCESAL, lo que correspondía era LA NOTIFICACIÓN MEDIANTE LA IMPRENTA, publicando un cartel en un diario de los de mayor circulación de la localidad.

También sostenemos que en la primera instancia se omitieron otras dos formas procesales que son vitales en materia de notificaciones: (i) el otorgamiento de un plazo de por lo menos diez (10) días para la reanudación de la causa, según lo dispuesto en los artículos 14 y 233 del Código de Procedimiento Civil; y (ii) la expresa constancia en autos que debe colocar el Secretario del Tribunal, según establece la última parte del artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, del cabal cumplimiento las formalidades que este artículo contempla.

Con el quebrantamiento y la omisión de las formas procesales anotadas, se infringió el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil.

En síntesis: como nuestra representada C.V.G. BAUXIVEN, C.A. no constituyó un domicilio procesal en el escrito de oposición de cuestiones previas, entonces su notificación de la sentencia que las declaró sin lugar, DEBIÓ HACERSE MEDIANTE LA IMPRENTA, con la publicación de un Cartel en un diario de los de mayor circulación en la localidad y OTORGANDO UN PLAZO DE POR LO MENOS DIEZ (10) DÍAS PARA LA REANUDACIÓN DE LA CAUSA; y no mediante el método de la boleta de notificación, que en vez de ser dejada en el domicilio procesal de C.V.G. BAUXIVEN, C.A. (lo cual era imposible, por no haber uno constituido), se le presentó al apoderado de nuestra representada para su firma, quien aunque no firmó, quedó igualmente notificado, tal como lo declaró el Tribunal de la Primera Instancia y lo ratificó el Superior. En todo caso, debió posteriormente el secretario haber DEJADO CONSTANCIA EXPRESA EN EL EXPEDIENTE DEL CABAL CUMPLIMIENTO DE LAS FORMALIDADES DEL ARTÍCULO 233 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, lo cual no hizo.

Veamos ahora lo que apuntó la recurrida sobre la confesión ficta de nuestra representada: (Omissis).

Como puede apreciarse con absoluta claridad, la sentencia recurrida consideró válida la extraña y novedosa forma procesal que el Juez de la causa creó, en franca inobservancia de las formas procesales estatuidas y perfiladas por esta Sala), para notificar a nuestra representada del advenimiento de la sentencia que resolvió las cuestiones previas.

Es importante resaltar lo esencial que resulta en un juicio donde se han opuesto cuestiones previas la notificación de la sentencia que las resuelve fuera del lapso, ya que, como se sabe, esta notificación es fundamental pues MARCA EL INICIO DEL LAPSO PARA DAR CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, QUE ES EL ACTO CAPITAL DE LA DEFENSA DEL DEMANDADO EN EL PROCESO.

Insistimos: el Juez de la primera instancia quebrantó algunas y omitió otras de las debidas formas procesales estatuidas en nuestra legislación y perfiladas por esta Sala sobre el orden de prelación entre las diversas especies de notificaciones; y no sólo eso: además inventó una anómala y caprichosa nueva forma de notificación, que opera de la forma que se seguidas pasamos a detallar: aun cuando no haya domicilio procesal constituido en el expediente, puede notificarse al litigante cuya notificación se requiera mediante de una boleta (sic) que se le entrega a la parte o a su apoderado; es de advertir que el hecho que el notificado firme o no ES IRRELEVANTE, pues en todo caso la simple declaración del alguacil sobre su renuencia a firmar será suficiente para que se le considere notificado.

Aclaramos: estamos al corriente del cambio de jurisprudencia que en esta materia se produjo en la decisión del día 27 de junio de 1996, con ponencia del Magistrado Cesar Bustamante Pulido, en donde se estableció: (Omissis).

Alegamos expresamente lo siguiente: aunque la Corte pensara que las formas procesales idóneas para lograr la notificación de un litigante, cuando éste no ha constituido domicilio procesal, son las que estipula esta nueva sentencia, y no las que estaban vigentes según la doctrina de esta Sala para la época de los acontecimientos (25 de marzo de 1996), igualmente existiría en quebrantamiento de formas sustanciales que estamos denunciando, pues en el caso que nos ocupa TAMPOCO SE CUMPLIERON CON LAS FORMAS PROCESALES QUE ESTIPULA ESTA NUEVA SENTENCIA, ES DECIR, LA FIJACIÓN DE LA BOLETA EN LA CARTELERA DEL TRIBUNAL, Y LA CONSTANCIA DEL SECRETARIO DE HABERSE CUMPLIDO ESTA FORMALIDAD;  y a diferencia de ello se realizó la notificación de una forma indebida, por demás extraña e ilegal, inventada por el Juez de la primera instancia.

Sin embargo, pensamos que para juzgar esta caso debe la Sala aplicar la doctrina que estaba vigente para esa época, pues en esta materia tan delicada, en donde la interpretación jurisprudencial se integra con las normas y las complementa, la rectroactividad de los criterios fijados en sentencias del Máximo Tribunal resulta peligrosa y atenta contra el derecho de defensa de los litigantes.

En apoyo de esta tesis que sostenemos sobre la irretroactividad de los precedentes jurisprudenciales invocamos la siguiente sentencia de esta honorable Sala: (Omissis).

Para cumplir con los requisitos que nos faltan de la exigente técnica que precisa la Sala para las denuncias de indefensión, hacemos expresamente las alegaciones siguientes:

En la notificación de nuestra representada C.V.G. BAUXIVEN, C.A. de la sentencia que resolvió fuera del lapso legal las cuestiones previas, el Juez de la Primera Instancia quebrantó una forma procesal y omitió otras, de la manera que pasamos a explicar:

(1) LA FORMA PROCESAL QUEBRANTADA por el Juez de la Primera Instancia fue la que se utilizó para la notificación de nuestra representada C.V.G. BAUXIVEN, C.A. de la sentencia que resolvió las cuestiones previas, pues, AUN CUANDO C.V.G. BAUXIVEN, C.A. NO CONSTITUYÓ UN DOMICILIO PROCESAL EN EL EXPEDIENTE, se ordenó su notificación mediante una boleta, que el apoderado de nuestra representada no firmó, y sin embargo, por la simple declaración del alguacil sobre la circunstancia de que éste se negó a firmar, se le entendió notificada desde entonces.

Sostenemos que esta invención del juez de la causa, quien mezcló y adulteró formas procesales que regulan la citación (v.r.g. la renuencia a firmar) con otras que norman la notificación de los litigantes cuando éstos constituyen un domicilio procesal en los autos (notificación mediante boleta) constituye UN CASO PALMARIO DE QUEBRANTAMIENTO DE FORMAS PROCESALES.

(2) LAS FORMAS PROCESALES OMITIDAS en la Primera Instancia son las siguientes: (i) El otorgamiento de un lapso de por lo menos Diez (10) días para la reanudación de la causa, según las previsiones de los artículos 233 y 14 del Código de Procedimiento Civil; y (ii) la forma procesal que contempla la última parte del artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, que establece lo siguiente: (Omissis).

En el caso que nos ocupa, se omitió esta última forma procesal, es decir, la constancia expresa que el Secretario del Tribunal debió dejar en el expediente del cumplimiento de las formalidades que establece este artículo.

Sobre el punto, alegamos expresamente lo siguiente:

Respecto al cumplimiento de esta formalidad, la Sala ha sido consecuente en señalar que es `preciso que el Secretario del Tribunal personalmente deje expresa constancia en el expediente de las gestiones cumplidas por el Alguacil encargado de hacer las notificaciones. No obstante, en la decisión del día 27 de junio de 1996, con ponencia del Magistrado Cesar Bustamante Pulido que antes reseñamos, se cambió momentáneamente el criterio de la Sala sobre este materia, pues se flexibilizó esta formalidad permitiéndose que el Secretario simplemente refrendara el acta que consigna el alguacil sobre las resultas de la notificación que practicó, no siendo necesario que estampara una nota de secretaría separada para el cumplimiento de esta forma procesal. Sin embargo, esta decisión tuvo existencia efímera, pues el día 2 de julio de 1998 la Sala reasumió su anterior postura en la sentencia dictada en el juicio de José Andrés Torrealba contra Luis Tomás Hernández y Otros, sentencia 491, en donde señaló: (Omissis).

Ahora bien, lo cierto es que (i) para la época de los acontecimientos (08 de abril de 1996), es decir, la fecha en la que el alguacil consignó en el expediente las resultas de la notificación de nuestra representada (folio 77), estaba vigente la doctrina inicial de esta Sala que proclamaba la necesidad que el Secretario del Tribunal estampara una nota separada donde se dejara constancia del cumplimiento de las formalidades del artículo 233 del Código de Procedimiento Civil; y (ii) EN LA ACTUALIDAD TAMBIÉN ESTA VIGENTE, YA QUE LA DOCTRINA QUE ATEMPERABA ESE REQUISITO FUE EXPRESAMENTE ABANDONADA.

Por tal razón, es evidente que en el caso que nos ocupa, era ineludible que el Secretario del Tribunal fijara en el expediente una nota separada donde se dejara constancia expresa del cabal cumplimiento de las formalidades de la notificación. Ello es así porque la doctrina de esta Corte que estaba vigente para esa fecha (8 de abril de 1996) así lo estipulaba, y por que la doctrina actual que se fijó en la sentencia del día 2 de julio de 1998 (antes citada) TAMBIÉN LO ESTIPULA.

En consecuencia, es evidente que esta forma procesal tan importante fue TOTALMENTE PRETERIDA EN LA PRIMERA INSTANCIA y, como reclamamos oportunamente contra ella al solicitar la reposición, la nulidad que aquí pedimos, también por este motivo, debe hacerse lugar en derecho.

En Suma: Sostenemos que la notificación de nuestra representada C.V.G. BAUXIVEN de la sentencia que resolvió las cuestiones previas, al no tener un domicilio procesal constituido en el expediente, debió realizarse: (i) o mediante la imprenta, con la publicación de un cartel en un diario de los de mayor circulación de la localidad y otorgándole un plazo de por lo menos diez (10) días para la reanudación de la causa, en caso que se piense que debe aplicarse las formas procesales que la Sala consideraba idóneas para la época de los acontecimientos (25 de marzo de 1996); (ii) o mediante la fijación de la boleta de notificación en la cartelera del Tribunal. En ambos casos, además, ERA IMPRESCINDIBLE QUE EL SECRETARIO DEL TRIBUNAL DEJARA EXPRESA CONSTANCIA EN EL EXPEDIENTE DEL CUMPLIMIENTO DE LAS FORMALIDADES QUE ESTATUYE EL ARTÍCULO 233 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL.

Alegamos que el Juez de la recurrida violó el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto el quebrantamiento y las omisiones anotadas ultrajaron el derecho de defensa de nuestra representada, pues tanto el Juez de la Causa como el Juez Superior consideraron que C.V.G. BAUXIVEN, C.A. se encontraba confesa, por cuanto le otorgaron plena validez a esta viciada e incompleta notificación. El quebrantamiento y las omisiones de las formas procesales que estamos delatando, determinaron que nuestra representada NO SE ENTERÓ DEL ADVENIMIENTO DE LA SENTENCIA QUE RESOLVIÓ LAS CUESTIONES PREVIAS y, en consecuencia, NO DIO CONTESTACIÓN A LA DEMANDA EN EL PLAZO INDICADO.

Naturalmente, la recta observancia de las formas procesales idóneas para lograr la notificación de C.V.G. BAUXIVEN para la continuación del juicio, hubiese determinado que esta si se hubiese enterado de la sentencia que resolvió  las cuestiones previas, y hubiese podido contestar la demanda dentro de los tres (3) días de despacho siguientes para desplegar las defensas que la asisten para resistirse a la pretensión que en su contra se ha deducido en este juicio.

 (Omissis).

El Juez de la recurrida, además de violar el artículo 15, infringió el artículo 208 del Código de Procedimiento Civil, que le imponía corregir lo correspondiente, al haber hecho suya la indebida tramitación del procedimiento por no haber acordado la nulidad del acto de notificación de nuestra representada y repuesto la causa al estado de que se practicase nuevamente esa notificación; y como quiera que esa nulidad es esencial a la validez de los actos subsiguientes, todos ellos son nulos a tenor de los dispuesto en el artículo 211 del mismo Código, disposición que también resultó infringida.

Al no haber decretado la reposición que era necesaria para la corrección de las faltas que anulaban el acto procesal de la notificación de C.V.G. BAUXIVEN, C.A. de la sentencia que resolvió las cuestiones previas, infringió también el Juez de la recurrida el artículo 206 del Código de Procedimiento Civil, pues esta norma le obligaba a procurar la estabilidad del juicio evitando o corrigiendo las faltas que puedan anular algún acto procesal… (Omissis).

Alegamos expresamente que hemos agotado los recursos, pues en la primera oportunidad que nos hicimos presentes en los autos solicitamos la reposición de la causa (escrito que se ubica en los folios 90 al 92 del expediente).

Es muy importante aclarar lo siguiente: la actuación que consta en el folio 82 del expediente, es decir, la renuncia al poder que realizó el abogado DARÍO PLAZ LUGO, es una actuación personal de ese abogado, y no un acto ejecutado en representación de C.V.G. BAUXIVEN, C.A. por virtud del mandato judicial que ésta la tenía conferido. Por ello es lógico que esa actuación ejecutada a título personal por el abogado DARÍO PLAZ LUGO  no caiga en hombros de C.V.G. BAUXIVEN, C.A., pues allí el referido abogado obró en su propio nombre y no en representación de C.V.G. BAUXIVEN, C.A..

Insistimos: sería una injusta palmaria considerar que operó la convalidación tácita de la nulidad que hemos delatado, (según el artículo 213 del Código de Procedimiento Civil) por el hecho de que el referido mandatario decidió apersonarse en el expediente y ejercer un acto en su propio nombre: renunciar al poder.

Tal actuación, evidentemente, la realizó el abogado DARÍO PLAZ LUGO en su propio nombre, y no en ejercicio del mandato con representación que le confirió C.V.G. BAUXIVEN.

 (Omissis).

Por ello es claro que la primera oportunidad en que nuestra representada se hizo presente en los autos luego del acto írrito fue cuando consignó, por intermedio de su nuevo apoderado judicial FRANCISCO VERDE MARVAL, el escrito que riela en los folios 90 al 92 del expediente, EN DONDE EXPRESAMENTE PIDIÓ QUE LA CAUSA SE REPUSIERA AL ESTADO QUE C.V.G. BAUXIVEN, C.A. FUESE NOTIFICADA DE LA SENTENCIA QUE RESOLVIÓ LAS CUESTIONES PREVIAS, PARA ENTONCES PODER CONTESTAR LA DEMANDA.

Además, ejercimos el recurso de apelación contra la decisión del Tribunal que negó nuestra solicitud de reposición, específicamente contra la sentencia definitiva de primera instancia (folio 153 al 167). Aclaramos que el Juez de la causa no dictó una decisión interlocutoria sobre nuestro pedimento repositorio, y difirió de hecho su pronunciamiento hasta la sentencia definitiva de primera instancia.

Adicionalmente, nosotros pedimos nuevamente la reposición en el escrito de informes que presentamos en el Tribunal de Alzada (folios 189 al 198)

Por ello le pedimos a esta Honorable Sala que reponga la causa al estado de que nuestra representada sea debidamente notificada de la sentencia que resolvió las cuestiones previas, para que renovado este acto nulo pueda desplegar las defensas que la asisten en la contestación a la demanda.

Con base en los razonamientos anteriores solicitamos a la Sala que declare con lugar la presente denuncia de reposición no decretada y case el fallo recurrido”. (Mayúsculas y negrillas del formalizante).


Para decidir, se observa:

Aduce el formalizante que la recurrida incurrió en el vicio de reposición no decretada, puesto que debió ordenar la reposición de la causa al estado de nueva notificación de la sentencia que declaró sin lugar las cuestiones previas opuestas, ya que, a su decir, el tribunal a-quo  quebrantó una forma procesal al notificar mediante boleta al apoderado de su representada, aun cuando éste no había constituido domicilio procesal en el expediente.  Que aun cuando éste se negó a firmar se le consideró notificado a partir de ese momento.  Asimismo alega el recurrente que fueron omitidos el otorgamiento de un lapso mínimo de diez días para la reanudación de la causa, según las previsiones de los artículos 233 y 14 del Código de Procedimiento Civil, así como la constancia que debió dejar el Secretario del Tribunal del cumplimiento de las formalidades que establece el primero de los artículos citados. 

Del análisis de las actas del expediente, revisión que le está permitida a la Sala dada la índole de la denuncia analizada, se observa que, ciertamente, en el escrito de oposición de cuestiones previas la parte demandada no constituyó domicilio procesal, constatándose asimismo que la sentencia interlocutoria que resolvió sobre las mismas, ordenó la notificación de las partes, por cuanto fue publicada fuera del lapso de ley, así:
 “Notifíquese a las Partes, de conformidad con lo establecido en el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, con el objeto de que la Parte Demandada comparezca a dar Contestación al Fondo de la Demanda, al tercer día de Despacho siguiente, de ser Notificado la última de las Partes.”


Posteriormente cursa nota estampada por el Alguacil del Tribunal, en fecha 08 de abril de 1996, mediante la cual expone:
 “Consigno BOLETA DE NOTIFICACIÓN sin firmar dirigida a el (sic) ciudadano DARIO PLAZ LUGO en su carácter de Apoderado Judicial, por cuanto en esta misma fecha siendo las 11:15 Am en las instalaciones del Tribunal, le entregué la boleta, y este después de leerla me la devolvió negándose a firmar alegando que la firmaría en otra oportunidad.  Por cuanto la otra parte no estaba notificada.  Es todo, terminó, se leyó y conformes firman.”


Posterior a la diligencia precedentemente transcrita no consta que haya sido propuesta ninguna recusación contra el juez de la causa por la parte demandada, como así lo alega la parte impugnante, sino que por el contrario no fue realizada ninguna otra actuación por la accionada hasta la diligencia estampada por el abogado Dario Plaz Lugo, en fecha 25 de julio de 1996, mediante la cual renunció al poder que le fue conferido por la empresa demandada en el presente juicio.

Asimismo de las actas del expediente se evidencia que luego de la renuncia del apoderado de la empresa accionada es consignado escrito por el abogado Francisco Verde, actuando como representante judicial de la referida compañía, mediante el cual solicita la reposición de la causa al estado de que se fije la oportunidad procesal a los fines de que tenga lugar el acto de contestación de la demanda.

Respecto a la notificación de las partes cuando no han constituido en el expediente domicilio procesal,  esta Sala de Casación Social acoge el criterio sentado por la Sala de Casación Civil en fecha 27 de junio de 1996, que es del tenor siguiente:
 “Conviene el asunto en estudio determinar que la notificación de las partes deberá cumplirse con arreglo a lo preceptuado en los artículos 174 y 233 del Código de Procedimiento Civil, de tal forma que el Tribunal, en primer lugar, ordene la notificación mediante boleta remitida por correo con aviso de recibo a la dirección procesal, o mediante boleta dejada por el Alguacil también en la dirección procesal, con la salvedad de que si el litigante no suministra a los autos su dirección procesal, se tendrá como tal la sede del Tribunal y, en consecuencia, no podrá practicarse la notificación por medio de la imprenta, con la publicación de un cartel en un diario de los de mayor circulación en la localidad, porque significaría rebelarse contra lo dispuesto en la parte final del artículo 174 ejusdem que pasaría a ser letra muerta, ya que dicha norma dispone e inequívocamente que ‘A falta de indicación de la sede o dirección exigida en la primera parte de este artículo, se tendrá como tal la sede del Tribunal’.

En efecto, si el litigante no cumple con la carga procesal de señalar oportunamente su dirección procesal, él debe asumir las consecuencias de su conducta y no trasladarlas a su contrincante, quien tendría que asumir la obligación económica de pagar la publicación de un cartel en un diario de los de mayor circulación en la respectiva localidad, para así lograr la notificación de la contraparte”.


No obstante aprecia la Sala que, como lo alega el formalizante, para el momento en el que fue practicada la notificación de su representada en el presente juicio, 08 de abril de 1996, el criterio jurisprudencial imperante, fue sentado en sentencia del 02 de noviembre de 1988 y, establecía que en caso de que no se hubiese indicado domicilio procesal en el expediente la notificación debía hacerse por medio de la imprenta, con la publicación de un cartel en un diario de los de mayor circulación en la localidad, dicho fallo textualmente expresó:
 “La Sala considera  igualmente oportuno establecer cuál debe ser la forma procesal más idónea para practicar la notificación de las partes, tanto en el supuesto previsto en el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil para el caso de que la sentencia haya sido dictada fuera del lapso de diferimiento, o cartel en un diario de los de mayor circulación en la localidad, el cual indicaría expresamente el Juez.

Quiere la Sala, mediante este orden de prelación, darle vigencia al domicilio procesal, instaurado en el novísimo sistema de nuestro Código actual, además, como se dijo, procurar que el notificado tenga conocimiento cierto y preciso de la actuación que el Tribunal ha ordenado comunicarle”.


A partir del deber que tenía el juez de notificar, en caso de falta de constitución de domicilio procesal, a través de la imprenta en un diario de la localidad, nacía, consecuencialmente para éste, la obligación, de conformidad con lo establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, de fijar un término no menor de diez días para la reanudación de la causa.

Constata, entonces, esta Sala de la revisión de las actas del expediente que, el Tribunal a-quo no notificó debidamente a la parte demandada de la sentencia dictada en fecha 25 de marzo de 1996, según el criterio imperante para ese momento, regla de conducta ésa que resulta aplicable al presente caso, puesto que lo procedente consistía en notificar a la parte demandada mediante cartel publicado en un diario de los de mayor circulación de la localidad y fijar un término no menor de diez días para la reanudación de la causa.

Al encontrarse el juicio paralizado, que fue lo que sucedió en el presente caso, resulta necesario para la reanudación de la causa, que las partes se pongan a derecho, mediante una notificación válida.  La omisión de una debida notificación ocasiona indefensión a la parte interesada en ejercer oportunamente los medios o recursos legales a que tiene derecho.  

En el caso bajo análisis la notificación de la sentencia dictada el 25 de marzo de 1996, que declaró sin lugar las cuestiones previas opuestas, marcaba el inicio del término para dar contestación a la demanda, acto cuya esencia es permitir el ejercicio del derecho de defensa por parte del demandado, por lo que al haberse incumplido con la debida notificación de dicho fallo a la parte accionada, negándosele el otorgamiento de un lapso de al menos diez días para la reanudación de la causa, como lo exigía la jurisprudencia imperante, se le vulneró el referido derecho, resultando obligatorio para el Tribunal de alzada ordenar la reposición a los fines de subsanar el referido quebrantamiento.

Asimismo, se observa que no se cumplió con el requisito referente a la constancia que debe dejar el Secretario del Tribunal de las actuaciones realizadas por el Alguacil encargado de practicar las notificaciones a las partes para la continuación del juicio, no bastando simplemente el refrendar esas actuaciones, al respecto dispone el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente:
 “Cuando por disposición de la ley sea necesaria la notificación de las partes para la continuación del juicio, o para la realización de algún acto del proceso, la notificación puede verificarse por medio de la imprenta con la publicación de un Cartel en un diario de los de mayor circulación en la localidad, el cual indicará expresamente el Juez, dándose un término que no bajará de diez días.

También podrá verificarse por medio de boleta remitida por correo certificado con aviso de recibo, al domicilio constituido por la parte que haya de ser notificada, conforme al artículo 174 de este Código, o por medio de boleta librada por el Juez y dejada por el Alguacil en el citado domicilio. De las actuaciones practicadas conforme a lo dispuesto en este artículo dejará expresa constancia en el expediente el Secretario del Tribunal”.


Respecto al requisito exigido en la última parte de la disposición legal transcrita, la Sala de Casación Civil de este Máximo Tribunal, retomó el criterio sentado en decisión de fecha 18 de diciembre de 1990, en su sentencia dictada el 02 de julio de 1998, el cual era el imperante para el momento en que se practicó indebidamente la notificación a la parte demandada en el presente juicio, en dicho fallo se estableció lo siguiente:
 “Penetrada la Sala de serias dudas en cuanto a la legalidad de esta doctrina, ha resuelto abandonarla, por cuanto considera que el espíritu, propósito y razón del legislador fue que el Secretario personalmente dejara expresa constancia en el expediente, de las actuaciones practicadas por el Alguacil encargado de hacer las notificaciones, no refrendar simplemente esas actuaciones. Por tanto, considera la Sala que no se cumple con la exigencia de la Ley en la disposición transcrita del artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, cuando el Secretario simplemente firma la exposición del Alguacil de haber realizado las notificaciones encomendadas, sino que su obligación es exponer por medio de una nota de Secretaría, en la cual deja constancia de haberse realizado las notificaciones”.


La Sala de Casación Social de este Alto Tribunal acoge en su totalidad la jurisprudencia precedentemente transcrita y considera que en el presente caso no se dio cumplimiento al requisito exigido al Secretario por el citado artículo 233 del Código Adjetivo Civil, puesto que el referido funcionario judicial simplemente se limitó a firmar la exposición del Alguacil respecto a la realización de las notificaciones.

Por los razonamientos antes expuestos esta Sala declara procedente la denuncia analizada por considerar que sí incurrió el sentenciador de alzada en infracción de los artículos 15, 208, 14, 206, 211 y 233 del Código de Procedimiento Civil, al no haberle garantizado a la parte demandada el derecho a la defensa al omitir ordenar la reposición de la causa a los fines de subsanar los defectos procedimentales en que incurrió el juzgador de primera instancia, y así se resuelve.

DECISIÓN

En mérito de las anteriores consideraciones este Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara: CON LUGAR el recurso de casación interpuesto por la empresa C.V.G. BAUXITA VENEZOLANA, COMPAÑÍA ANÓNIMA (C.V.G. BAUXIVEN) contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Primero  en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Menores y de lo Contencioso Administrativo del Segundo Circuito  de la Circunscripción Judicial  del Estado Bolívar, en fecha 19 de enero de 1999.

En consecuencia, se repone la causa al estado de que el Tribunal de Primera Instancia del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, fije mediante auto el término para la contestación de la demanda establecido en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, el cual deberá ser notificado a las partes.

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Juzgado de Primera Instancia ya identificado.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintinueve (29) días del mes de marzo de dos mil. Años: 189º de la Independencia y 141º de la Federación.
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